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PRIMERA SALA UNITARIA. 

EXP: 472/2021/1

RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTORA: *********
AUTORIDADES DEMANDADAS:

DIRECTOR GENERAL DE GOBERNACIÓN DEPENDIENTE DE LA SECRETARÍA GENERAL DE GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ; Y EL C. JULIO CÉSAR ALVARADO ROCHA, INSPECTOR ADSCRITO A LA REFERIDA DIRECCIÓN GENERAL DE GOBERNACIÓN.
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. ERICK BEN HUR HERNÁNDEZ GONZÁLEZ.
San Luis Potosí, S.L.P., a cuatro de noviembre de dos mil veintiuno.  


V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso Administrativo número 472/2021/1, y;
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el ocho de julio de dos mil veintiuno, compareció la C. *********, en representación legal de la persona moral denominada *********, para demandar a las autoridades:
Como autoridad ordenadora: 
I. Director General de Gobernación de la Secretaría General de Gobierno del Estado de San Luis Potosí.
Como autoridad ejecutora: 
II. Julio César Alvarado Rocha, Inspector adscrito a la Dirección General de Gobernación.

Señalando como actos impugnados los que se mencionan a continuación:
a).- La resolución de once de junio de dos mil veintiuno, en la que se impuso una multa por ********* unidades de medida y actualización, en relación a la inspección número SGG/DGG-SA-OI-02-00308-2021 de veintisiete de mayo de dos mil veintiuno, en el establecimiento con giro de Deposito denominado “*********” en el domicilio ubicado en la calle *********.

b).- La resolución de once de junio de dos mil veintiuno, en la que se impuso una multa por ********* unidades de medida y actualización, en relación a la inspección número SGG/DGG-SA-OI-02-00312-2021 de veintisiete de mayo de dos mil veintiuno, en el establecimiento con giro de Deposito denominado “*********” en el domicilio ubicado en la calle *********.

II.- Por acuerdo de nueve de julio de dos mil veintiuno, se admitió a trámite la demanda; y una vez substanciado el procedimiento en cada una de sus etapas, se fijaron las trece horas del veintiocho de octubre del presente año, para que tuviera verificativo la Audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

III.- En la fecha y hora anotadas, dio inicio la Audiencia de Ley en este juicio, sin la presencia de la parte actora ni de sus autorizados y sin la asistencia de delegado alguno de la autoridad demandada, en el desarrollo de la audiencia se dio cuenta de las constancias de autos; en la etapa de pruebas se tuvieron por desahogadas las pruebas dada su propia y especial naturaleza, que fueron ofrecidas en tiempo y forma por las partes, después se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo; en la etapa de alegatos se certificó que únicamente la parte demandada formuló alegatos, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa. Finalmente, se citó para resolver.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º, fracción V, 9°, fracción III, 24 y 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades estatales, donde se ejerce jurisdicción, mediante la imposición de multas por infracción a las normas administrativas estatales.
SEGUNDO.- La existencia de las resoluciones impugnadas queda plenamente demostrada con los documentos que corren agregados a folios 021 al 028; y 029 al 036, de este expediente, respectivamente, mismos que adquieren valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que de conformidad con lo establecido en el artículo 91 del citado Código, se tratan de documentos públicos.
TERCERO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar de oficio la personalidad y legitimación de los comparecientes en este juicio.

Suscribe la demanda la C. *********, con el carácter de representante legal de la persona moral denominada *********, hoy actora, quien acredita su personalidad con la copia certificada del Instrumento notarial número trece mil seiscientos cuarenta y tres del Libro trescientos sesenta y ocho, pasado ante la fe del Notario Público número diecinueve, con ejercicio en esta Capital, mismo que se encuentra agregado en autos a folios 011 al 019.

Asimismo, debe decirse que conforme lo dispone el artículo 230 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, son partes en el juicio contencioso administrativo, entre otras, el actor y según el artículo 231 de la propia codificación, solo podrán demandar o intervenir en juicio aquellas personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión, entendido aquel como un derecho subjetivo de los gobernados y éste, aquellas situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico.

Sobre la base de los dispositivos en cita y tomando en cuenta que en la resolución impugnada de once de junio de dos mil veintiuno, en relación a la inspección número SGG/DGG-SA-OI-02-00312-2021 de veintisiete de mayo de dos mil veintiuno, se encuentra dirigido, entre otros, al Propietario de la negociación denominada “*********”, ubicado en la calle *********, calidad que tiene la persona moral denominada *********, tal como se desprende del “PERMISO REFRENDO ANUAL PARA LA VENTA DE BEBIDAS ALCOHÓLICAS” con número *********, mismo que obra agregado en autos a folio 037; es innegable que cuenta con interés jurídico y por ende, legitimación para demandar la nulidad de dicha resolución en el presente juicio.
De igual forma, la personalidad y legitimación de la autoridad demandada, se encuentra debidamente acreditada en este Tribunal, al comparecer a juicio el C. José Roberto González Rubio, en su carácter de Director General de Gobernación de la Secretaría General de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, parte demandada en el presente juicio, quien para acreditar la calidad con que comparece, en términos de lo previsto en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, exhibió copia certificada del nombramiento que le fue expedido y que se encuentra visible a folios 081 y 082 del expediente en que se actúa.

Las documentales anteriormente referidas hacen prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72, fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 

Cabe precisar, por lo que respecta al C. Julio César Alvarado Rocha, quien se ostentó como Inspector adscrito a la Subdirección de Alcoholes de la Dirección General de Gobernación de la Secretaría de General de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, al haber omitido exhibir el nombramiento correspondiente en copia debidamente certificada, no acreditó en términos del artículo 220, párrafo tercero del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, el carácter con el que dice comparecer; en consecuencia se les tuvo por precluído su derecho para contestar la demanda y por afirmado los hechos de la misma, salvo prueba en contrario.

CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

Al respecto, a juicio de la suscrita Magistrada de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en la especie se actualizan las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 228, fracción II y 229, fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, únicamente respecto de la resolución precisada en el Resultando I., inciso a) del presente fallo; preceptos citados del tenor siguiente:

“ARTÍCULO 228. Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos:

…

II. Que no afecten los intereses jurídicos o legítimos del actor;

(…)”

“ARTÍCULO 229. Procede el sobreseimiento del juicio:

…

II. Cuando durante la tramitación del procedimiento sobreviniere alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el artículo anterior;

(…)”
De cuyo contenido se desprende, que el juicio ante este Tribunal será improcedente si el acto impugnado no afecta los intereses jurídicos o legítimos del demandante y de actualizarse durante la tramitación del procedimiento, entre otras, dicha hipótesis de improcedencia, procede el sobreseimiento del juicio contencioso administrativo.

Al efecto debe decirse que conforme lo dispone el artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, sólo podrán demandar o intervenir en juicio quienes detenten interés jurídico o legítimo que funde su pretensión, entendido aquel como un derecho subjetivo de los gobernados y éste, aquellas situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico; por su parte, el referido artículo 228, fracción II del propio Código Procesal, establece la improcedencia del juicio contencioso administrativo en contra de actos que no afecten los intereses jurídicos o legítimos del actor, por lo que estas disposiciones implican, que el acto de autoridad que se impugna en el juicio ante este Tribunal, debe vulnerar la esfera jurídica de la parte actora para dar nacimiento al derecho de demandar, puesto que, se exige la afectación para la procedencia del juicio, por tanto, el interés jurídico o interés legítimo se estatuyeron como presupuestos de procedencia del juicio contencioso administrativo, sin los cuales, el particular se encuentra imposibilitado para acceder a la impartición de justicia.

Precisado lo anterior, se advierte que la actora en el escrito de demanda, manifiesta expresamente que en la resolución de once de junio de dos mil veintiuno –visible en autos a folios 021 al 028-, emitida por el Director General de Gobernación del Estado de San Luis Potosí, con relación a la inspección número SGG/DGG-SA-OI-02-00308-2021 de veintisiete de mayo de dos mil veintiuno, en el establecimiento con giro de Deposito denominado “*********”, ubicado en la calle *********, se le condenó al pago de una multa por el equivalente a ********* veces  la unidad de medida y actualización; empero, de la propia resolución se aprecia que se encuentra dirigida al “Propietario, encargado y/o Representante Legal del establecimiento…”, no así a la persona moral denominada *********
De esa guisa, se tiene que analizadas todas y cada una de las constancias que conforman el presente expediente, no se advierte que la persona moral denominada *********, hoy actora, ostente alguna de las referidas calidades de propietario, encargado o representante legal de la negociación en cuestión, por ende, la promovente no demuestra un agravio o perjuicio, actual y directo ocasionado por la autoridad demandada, reconocido o tutelado por la ley para estar en aptitud de accionar en juicio, toda vez que resulta necesario que quien lo haga resienta una afectación en su persona o patrimonio, lo cual en la especie no se advierte suceda con la emisión de la citada resolución en relación a la esfera jurídica de la demandante; de ahí que sea inconcuso se actualice la hipótesis de improcedencia prevista en el artículo 228, fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado, hecha valer de oficio por esta Juzgadora, únicamente con relación a la resolución precisada en el Resultando I., inciso a) del presente fallo, ya que la accionante no demostró la afectación que produce en su esfera de derechos el acto controvertido de mérito, pues la sola afirmación de ésta, en el sentido de que se le impuso la multa cuestionada, no basta para que su interés se tenga por acreditado, pues para ello debe quedar acreditada la afectación cierta en su esfera jurídica.

En conclusión, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 229, fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado, se decreta el SOBRESEIMIENTO del presente juicio contencioso administrativo de acuerdo con las consideraciones, fundamentos y motivos que han quedado expuestos, únicamente con relación a la resolución de once de junio de dos mil veintiuno, emitida por el Director General de Gobernación del Estado de San Luis Potosí, relativa a la inspección número SGG/DGG-SA-OI-02-00308-2021 de veintisiete de mayo de dos mil veintiuno, efectuada al establecimiento con giro de Deposito denominado “*********”, ubicado en la calle *********.
Sin que sea óbice a lo anterior, que en el acuerdo de fecha nueve de julio de dos mil veintiuno, se hubiere admitido a trámite la demanda, entre otros, en contra de la referida resolución impugnada; en tanto tal consideración constituye una determinación que por su naturaleza no causa estado, al ser producto de un examen preliminar del asunto, correspondiendo en todo caso a esta Juzgadora al dictar sentencia definitiva, el estudio definitivo de procedencia del juicio, como en la especie ocurrió, precisándose en párrafos precedentes, que de las constancias de autos aparece claramente que la parte actora no acreditó la afectación cierta a su esfera de derechos con la emisión de la multicitada resolución, y con lo cual se dilucida la improcedencia en el juicio y su sobreseimiento. En ese aspecto, cobra aplicación por analogía la Jurisprudencia 2a./J. 222/2007, de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo XXVI, diciembre de 2007, página 216, del tenor siguiente: 

“REVISIÓN EN AMPARO. LA ADMISIÓN DEL RECURSO NO CAUSA ESTADO. La admisión del recurso de revisión por parte del Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o del de una de sus Salas es una determinación que por su naturaleza no causa estado, al ser producto de un examen preliminar del asunto, correspondiendo en todo caso al órgano colegiado el estudio definitivo sobre su procedencia; por tanto, si con posterioridad advierte que el recurso interpuesto es improcedente, debe desecharlo.”

Tesis de jurisprudencia 222/2007. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del siete de noviembre de dos mil siete.

Por último, se tiene que del estudio practicado al sumario, esta Primera Sala Unitaria no advierte que existan causales de improcedencia o sobreseimiento que deban ser atendidas o examinadas de oficio, por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.

QUINTO.- Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito inicial de demanda, se localizan a folios 04 reverso al 07 del expediente en que se actúa, así como los correlativos del escrito de ampliación visibles en autos a folios 103 al 105, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización, rubro y contenido, se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

Asimismo, resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; Novena Época, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, Apéndice 2000, Página 414, que a la letra dice:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma. ...”

No obstante lo anterior, previo a hacer un pronunciamiento al respecto ésta Primera Sala Unitaria, considera llevar a cabo un estudio integral de la demanda, con la finalidad de resolver la pretensión efectivamente planteada por parte de la actora en su demanda de nulidad, puesto que la demanda constituye un todo y su análisis no sólo debe atender a su apartado de conceptos de anulación, sino a cualquier parte de ella donde se advierta la exposición de motivos esenciales de la causa de pedir, lo que implica el estudio de dicha demanda en su integridad y no en razón solamente de sus conceptos de anulación.

Sirve de apoyo a lo anterior, por analogía, el criterio de jurisprudencia bajo el siguiente rubro y que se considera aplicable al caso que nos ocupa:

“DEMANDA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. SU EXAMEN NO SÓLO DEBE ATENDER A SU APARTADO DE CONCEPTOS DE ANULACIÓN, SINO A CUALQUIER PARTE DE ELLA DONDE SE ADVIERTA LA EXPOSICIÓN DE MOTIVOS ESENCIALES DE LA CAUSA DE PEDIR. Conforme al artículo 237 del Código Fiscal de la Federación, vigente hasta el 31 de diciembre de 2005 (correlativo del precepto 50 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo), las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa deben resolver la pretensión efectivamente planteada en la demanda, pudiendo invocar hechos notorios e, incluso, examinar, entre otras cosas, los agravios, causales de ilegalidad y demás razonamientos de las partes. Consecuentemente, la citada demanda constituye un todo y su análisis no sólo debe atender a su apartado de conceptos de anulación, sino a cualquier parte de ella donde se advierta la exposición de motivos esenciales de la causa de pedir, con la finalidad de resolver la pretensión efectivamente planteada, pues el hecho de que las sentencias del referido tribunal se funden en derecho y resuelvan sobre la pretensión del actor que se deduzca de su demanda, implica el estudio de ésta en su integridad y no en razón de uno de sus componentes.”

SEXTO.- En virtud de que se sobreseyó parcialmente el presente juicio conforme a lo dilucidado en el Considerando Cuarto, se procede a analizar los conceptos de impugnación únicamente en contra de la resolución de once de junio de dos mil veintiuno, en relación a la inspección número SGG/DGG-SA-OI-02-00312-2021 de veintisiete de mayo de dos mil veintiuno, en el establecimiento con giro de Deposito denominado “*********” en el domicilio ubicado en la calle *********.
Precisado lo anterior, de conformidad con lo dispuesto en el cuarto párrafo del artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se procede a examinar primero las causales de ilegalidad que puedan llevar a declarar la nulidad lisa y llana, contenidas en el inciso B. del apartado denominado “VII.- ANTECEDENTES DE LA DEMANDA”, en relación con el concepto de impugnación Tercero del escrito de demanda, en los que se desprende que la actora negó conocer la orden de inspección, así como el desahogo de la misma (acta de inspección circunstanciada), que supuestamente ampara la multa impugnada, tal y como se advierte de la resolución controvertida, por tanto, sostiene que la misma se basa en supuesta orden de inspección y acta circunstanciada derivada de aquella; asimismo se reservó su derecho a formular la ampliación a la demanda, hasta en tanto la autoridad exhibiera tales actos que manifestó desconocer, es decir, la orden de visita que originó la multa combatida, junto con su respectiva acta circunstanciada de inspección.
En adición a lo anterior, la actora en el concepto de impugnación Primero del escrito de ampliación a la demanda, señaló que la orden de inspección, transgrede lo dispuesto en los artículos 164, fracción  I, II, V y VI, y 165, fracciones I y II del Código Procesal Administrativo para el Estado, en relación con el diverso 36, fracción I de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, toda vez que no se tiene certeza de que la designación del domicilio a inspeccionar fuera el visitado, ya que se observa a simple vista que la orden contiene dos diferentes tipos de letras, por lo que se deduce que fue el inspector quien llenó de puño y letra el nombre y domicilio de la persona a visitar, sin tener facultades para ello; en consecuencia, es inconcuso que la autoridad demandada no fue quien ordenó la visita de inspección. Aunado a lo anterior, la orden de visita no cuenta con fecha cierta de emisión, al estar un espacio en blanco el día de la supuesta emisión o expedición, no obstante de conformidad con el último numeral citado, como requisito que debe contener la orden es que, precisamente, cuente con domicilio a inspeccionar y fecha correspondiente, sin que deba contener espacios en blanco, para darle certeza al gobernado y no dejarlo en estado de indefensión, además, “…se sustenta lo anterior con la fracción II del numeral en comento, ya que esta contempla un término de 48 horas siguientes a la expedición de la orden…”; en consecuencia, la multa controvertida es ilegal, al ser fruto de un acto viciado.
Por su parte, la autoridad demandada al formular su contestación de demanda y de la ampliación, sostiene la legalidad y validez de los actos controvertidos.

Una vez analizados los conceptos de impugnación antes precisados, esta Primera Sala Unitaria considera que los mismos son sustancialmente fundados, y suficientes para decretar la nulidad de los actos que se combaten, de conformidad con lo siguiente:

En primer término se debe de precisar que el acto impugnado se hace consistir en la resolución de once de junio de dos mil veintiuno, emitida por el Director General de Gobernación del Estado de San Luis Potosí, derivada de la Orden de Visita e Inspección, Vigilancia y Verificación número *********, signada por el referido Director General de Gobernación y del Acta de Inspección, Vigilancia y Verificación Circunstanciada número *********, llevada a cabo por el Inspector *********.

También, cabe precisar, que la actora negó lisa y llanamente en su escrito de demanda conocer los referidos actos antecedentes de la resolución impugnada; al respecto, la autoridad demandada en atención a la carga procesal que le asiste, exhibió dichos actos que la impetrante negó conocer, por ende, se procederá al análisis de su legalidad con base a los vicios que les atribuye la demandante en su escrito de ampliación a la demanda.

De conformidad con los artículos 16 de la Constitución Federal y 164, fracción V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, todo acto de molestia que invada la esfera jurídica de los gobernados, debe reunir los requisitos de fundamentación y motivación, los cuales imponen a las autoridades la obligación de invocar los preceptos legales aplicables al caso, así como señalar, con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se tomaron en consideración para emitir el acto, de manera que exista adecuación entre los motivos expresados y las normas que se aplicaron.

Al respecto, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, sustentó la jurisprudencia con número de registro 238212, visible en la página 143 del tomo 97-102, Tercera Parte, del Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, que dice:

"FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. De acuerdo con el artículo 16 de la Constitución Federal, todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que también deben señalarse, con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; siendo necesario, además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas."

De tal suerte, la exposición de las circunstancias especiales o causas inmediatas que se hayan tenido en cuenta para la emisión del acto de molestia, garantizan que el afectado pueda conocer plenamente las razones en las que aquél se funda el acto de autoridad, de manera que se encuentre en condiciones de defenderse adecuadamente.

Asimismo, los artículos 35 y 36, fracciones I y II de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, disponen lo siguiente:

“ARTÍCULO 35. Para la inspección y vigilancia del cumplimiento de esta Ley, se consideran hábiles las veinticuatro horas de todos los días del año. Las autoridades legalmente competentes podrán, de conformidad con las disposiciones aplicables y en estrictos términos de los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, inspeccionar y verificar los bienes necesarios, con el objeto de comprobar el cumplimiento de las disposiciones legales, para lo cual deberán cumplir, ineludiblemente, las formalidades previstas para las visitas de inspección y verificación. 

Las inspecciones se entenderán con el titular de la licencias y, en su ausencia, con su representante legal, el encargado del establecimiento, o con quien se encuentre atendiendo el mismo.” 

“ARTÍCULO 36. Las inspecciones que realicen las autoridades que gozan de tal atribución, según lo establecido por la presente Ley, a los establecimientos señalados en la misma, se sujetarán a las siguientes bases: 

I. El inspector deberá contar con orden escrita, con nombre, cargo, y firma autógrafa de la autoridad competente que la expide; debidamente requisitada, sin dejar espacios en blanco, ni contener tachaduras, o enmendaduras; en la que se expresará el domicilio del establecimiento por inspeccionar; la fecha; el objeto de la visita; una debida fundamentación y motivación; 

II. Los inspectores deberán practicar la visita dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la expedición de la orden;

(…)”

De los preceptos transcritos, se advierte que las autoridades legalmente competentes podrán, de conformidad con las disposiciones aplicables y en estrictos términos de los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, inspeccionar y verificar los bienes necesarios, con el objeto de comprobar el cumplimiento de las disposiciones legales, para lo cual deberán cumplir, ineludiblemente, las formalidades previstas para las visitas de inspección y verificación; en ese sentido, el inspector deberá contar con una orden escrita, con nombre, cargo, y firma autógrafa de la autoridad competente que la expide; la cual deberá encontrarse debidamente requisitada, sin dejar espacios en blanco, ni contener tachaduras, o enmendaduras; en la que se expresará el domicilio del establecimiento por inspeccionar; la fecha; el objeto de la visita; así como contener una debida fundamentación y motivación; estableciéndose como una formalidad ineludible, que la visita se deberá practicar dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la expedición de la orden.

Ahora bien, la impetrante alude en su causa de pedir que es ilegal la Orden de Visita e Inspección, Vigilancia y Verificación en cuestión, sustancialmente porque contraviene los dispositivos anteriormente citados, toda vez que no existe certeza de que la designación del domicilio a inspeccionar fuera el visitado, ya que se observa a simple vista que la orden contiene dos diferentes tipos de letras, por lo que se deduce que fue el inspector quien llenó de puño y letra el nombre y domicilio de la persona a visitar, sin tener facultades para ello, por lo que es inconcuso que la autoridad demandada no fue quien ordenó la visita de inspección; asimismo, de su contenido se colige fue emitida sin contener la fecha de su emisión, no obstante, la orden debe contener como requisito, precisamente, el domicilio a inspeccionar y la fecha de emisión, sin que deba contener espacios en blanco, para darle certeza para darle certeza y no dejarla en estado de indefensión, cuanto más, la visita se debía verificar en un término de 48 horas siguiente a su expedición.

Se encuentra agregada a folios 084 y 085 del expediente en que se actúa, la Orden de Visita e Inspección, Vigilancia y Verificación número *********, misma que adquiere valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado, toda vez que de conformidad con lo establecido en el artículo 91 del propio Código, se trata de un documento público; la cual se reproduce en la parte conducente:

“(…)



[image: image1]
(…)”
De la reproducción anterior, se advierte que en el citado acto a debate se utilizaron tipos de letra notoriamente distintos, uno que corresponde a sus elementos genéricos y otro a los datos específicos relacionados, entre otros, con el domicilio del establecimiento por inspeccionar y la fecha de su emisión; máxime la propia autoridad demandada al formular sus alegatos, manifiesta lo siguiente: “…el hecho de que contenga dos tipos de letra diferente no es suficiente para afirmar que quien llenó los datos en blanco, sea una persona distinta a la autoridad signante…”, confesión expresa que hace prueba plena en su contra de conformidad con lo dispuesto en el artículo 72, fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, de cuyo contenido se colige el hecho consistente en que dicha orden, sí contiene dos tipos de letra diferente.
En ese tenor, como aduce la impetrante se colige la transgresión a las formalidades previstas para las visitas de inspección y verificación en cuestión, pues es inconcuso que dicha orden no se encuentra debidamente requisitada, ya que como lo ha dilucidado la Segunda Sala del Alto Tribunal de la Nación, en el criterio jurisprudencial que enseguida se cita, resulta inconcuso que el hecho de que en una orden de visita se hayan utilizado tipos de letra notoriamente distintos, uno que corresponde a sus elementos genéricos y otro a los datos específicos relacionados con el gobernado, revela que no cumple los requisitos que debe contener aquélla, y sí, por el contrario, debe tenerse por probado que se transgredieron las garantías de legalidad y seguridad jurídica consagradas en el artículo 16 de la Constitución Federal, toda vez que resulta lógico que si la autoridad competente dicta una orden de visita, tanto sus elementos genéricos como los específicos deben estar señalados con el mismo tipo de letra (manuscrita, de máquina de escribir o de computadora), aunado a que tratándose de un derecho fundamental para el gobernado, debe exigirse su pleno acatamiento y la demostración idónea de ello, y no propiciar, como en la especie, que se emitan órdenes que por sus características pudieran proceder, en cuanto a los datos vinculados con el administrado y con la visita concreta que deba realizarse, no de la autoridad competente, sino del funcionario ejecutor de la orden pero incompetente para emitirla.

Resulta aplicable, por analogía, la Jurisprudencia 2a./J. 44/2001, cuyo rubro, contenido y datos de localización, son los siguientes:      

Registro digital: 188560

Instancia: Segunda Sala

Novena Época

Materias(s): Constitucional, Administrativa

Tesis: 2a./J. 44/2001      

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XIV, Octubre de 2001, página 369

Tipo: Jurisprudencia

“ORDEN DE VISITA EN MATERIA FISCAL. LA NOTORIA DIFERENCIA ENTRE EL TIPO DE LETRA USADO EN SUS ASPECTOS GENÉRICOS Y EL UTILIZADO EN LOS DATOS ESPECÍFICOS RELACIONADOS CON EL VISITADO, PRUEBA LA VIOLACIÓN A LAS GARANTÍAS DE LEGALIDAD Y SEGURIDAD JURÍDICA ESTABLECIDAS EN EL ARTÍCULO 16 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. La orden de visita que se dirija al gobernado a fin de verificar el cumplimiento de sus obligaciones fiscales, debe reunir los requisitos que establece el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con los numerales 38 y 43 del Código Fiscal de la Federación, esto es, debe constar por escrito, ser firmada y emitida por autoridad competente, precisar el lugar o lugares que han de inspeccionarse, su objeto, los destinatarios de la orden o, en su caso, proporcionar datos suficientes que permitan su identificación, así como las personas que se encuentren facultadas para llevar a cabo la diligencia de que se trate; por tanto, resulta inconcuso que el hecho de que en una orden de visita se hayan utilizado tipos de letra notoriamente distintos, uno que corresponde a sus elementos genéricos y otro a los datos específicos relacionados con el contribuyente, revela que no cumple los requisitos mencionados y sí, por el contrario, debe tenerse por probado que se transgredieron las garantías de legalidad y seguridad jurídica consagradas en el mencionado artículo 16, en cuanto a los requisitos que debe contener aquélla. Lo anterior deriva, por una parte, de que resulta lógico que si la autoridad competente dicta una orden de visita, tanto sus elementos genéricos como los específicos deben estar señalados con el mismo tipo de letra (manuscrita, de máquina de escribir o de computadora) y, por otra, de que tratándose de una garantía individual para el gobernado y siendo perfectamente factible que se cumpla con esto último, debe exigirse su pleno acatamiento y la demostración idónea de ello, y no propiciar que se emitan órdenes de visita que por sus características pudieran proceder, en cuanto a los datos vinculados con el contribuyente y con la visita concreta que deba realizarse, no de la autoridad competente, sino del funcionario ejecutor de la orden pero incompetente para emitirla.”
Contradicción de tesis 45/2001-SS. Entre las sustentadas por el Primer y el Tercer Tribunales Colegiados del Quinto Circuito. 12 de septiembre de 2001. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: María Estela Ferrer Mac Gregor Poisot.

Tesis de jurisprudencia 44/2001. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del veintiuno de septiembre de dos mil uno.

Asimismo sirve de criterio orientador, la Jurisprudencia 2a./J. 48/2004, cuyo rubro, contenido y datos de localización, son los siguientes:

Registro digital: 181458

Instancia: Segunda Sala

Novena Época

Materias(s): Constitucional, Administrativa

Tesis: 2a./J. 48/2004

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XIX, Mayo de 2004, página 592

Tipo: Jurisprudencia

“REQUERIMIENTO DE PAGO Y EMBARGO EN MATERIA FISCAL. CONTRAVIENE LAS GARANTÍAS DE LEGALIDAD Y SEGURIDAD JURÍDICA, CUANDO SE TRATE DE UN MACHOTE IMPRESO CON ESPACIOS EN BLANCO PARA RELLENAR CON LETRA MANUSCRITA, O CUANDO SE ADVIERTA DE MANERA NOTORIA QUE LA IMPRESIÓN DEL NOMBRE DEL PERSONAL ACTUANTE ES POSTERIOR A LA ELABORACIÓN DEL DOCUMENTO. Los artículos 151 y 152 del Código Fiscal de la Federación establecen que las autoridades fiscales se encuentran facultadas para hacer efectivos los créditos a favor del fisco, a través del procedimiento administrativo de ejecución, el cual debe satisfacer, además de los requisitos mencionados en dichos artículos, las exigencias contenidas en los artículos 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 38 del referido código. En ese sentido, la existencia de un mandamiento de requerimiento de pago y embargo con dos tipos de letra notoriamente distintos, referidos unos a los elementos genéricos y otros a la designación del ejecutor para llevar a cabo la diligencia respectiva, por sí sola no acredita que haya sido formulado en parte por la autoridad competente para emitir la orden (los elementos genéricos), y en otra por la autoridad actuante (los relativos a su designación), ni tampoco evidencia fehacientemente que se hayan cumplido tales requisitos constitucionales y legales, pues tratándose de una garantía individual debe exigirse su exacto acatamiento. En consecuencia, cuando se trate de un machote impreso con espacios en blanco para rellenar con letra manuscrita, o cuando se advierta de manera notoria que la impresión del nombre del personal actuante es posterior a la elaboración del documento, lleva a concluir que dicha designación no fue realizada por la autoridad exactora, la única competente para realizar dicho nombramiento, atento a lo dispuesto en el indicado artículo 152.”
Contradicción de tesis 10/2004-SS. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Segundo y Tercero, ambos en Materia Administrativa del Sexto Circuito. 16 de abril de 2004. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Genaro David Góngora Pimentel. Ponente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Secretaria: María Dolores Omaña Ramírez.

Tesis de jurisprudencia 48/2004. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del veintitrés de abril de dos mil cuatro.

(Énfasis añadido)

Razón por la cual, resulta inconcuso que el hecho de que en la multicitada orden se haya utilizado tipos de letra notoriamente distintos, uno que corresponde a sus elementos genéricos y otro a los datos específicos relacionados con el domicilio del establecimiento por inspeccionar y la fecha de su emisión, revela que tal acto no cumple con la exigencia que establece el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con los diversos 35 y 36, fracciones I y II de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, pues no se evidencia fehacientemente que se hayan cumplido tales requisitos constitucionales y legales, más aún, tal actuación lleva a inferir válidamente como alude la impetrante, que los referidos datos específicos no fueron consignados por el Director General de Gobernación del Estado de San Luis Potosí al momento de su emisión, el cual es la autoridad competente para ello, sino que fue el funcionario ejecutor de la orden (Inspector), en contravención al marco constitucional y legal en cuestión.

Máxime, que tal circunstancia imposibilita al inspeccionado verificar si la visita efectuada en el domicilio del establecimiento que nos ocupa, fue realizada dentro del término de 48 horas siguientes a la expedición de la referida orden por parte de la autoridad competente, es decir, por el Director General de Gobernación del Estado de San Luis Potosí, como lo previene la fracción II del multicitado artículo 36, lo que contraviene los derechos fundamentales aducidos de seguridad jurídica, legalidad y debido proceso consagrados en el artículo 16 de la Constitución Federal.

Acorde a lo antes expuesto, debe tenerse por probado que se transgredieron los derechos fundamentales de legalidad, seguridad jurídica y debido proceso consagrados en los preceptos constitucionales y legales antes citados, en cuanto a los requisitos que debe contener la Orden de Visita e Inspección, Vigilancia y Verificación número *********, que nos ocupa, lo que de suyo trascendió a la legalidad del Acta de Inspección, Vigilancia y Verificación Circunstanciada número *********, que se apoyó en dicha orden para su realización, por lo que tales circunstancias generan que los referidos actos sean ilegales, actualizando la causal de ilegalidad prevista en el artículo 250, fracción IV del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, ya que conforme a las consideraciones antes expuestas, los referidos actos se emitieron en contravención de las disposiciones aplicables, al no satisfacer los requisitos y formalidades establecidas por el legislador para tal efecto, previstas en las fracciones I y II del artículo 36, de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, en relación con los diversos 16 de la Constitución Federal y 164, fracción V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por lo que no puede dárseles efecto jurídico alguno en perjuicio de la parte actora.
En ese orden de ideas, resulta procedente el concepto de impugnación vertido en contra de la resolución impugnada de once de junio de dos mil veintiuno, emitida por el Director General de Gobernación del Estado de San Luis Potosí, con relación a la inspección al establecimiento con giro de Deposito denominado “*********”, ubicado en la calle *********, ya que los actos en que se sustenta y que le dieron origen, consistentes en la Orden de Visita e Inspección, Vigilancia y Verificación número *********, así como en el Acta de Inspección, Vigilancia y Verificación Circunstanciada número *********, se encuentran viciadas de ilegalidad, lo que trae como consecuencia que todas las actuaciones derivadas de ellas sean tachadas de ilegales. 

Sirve de apoyo a lo anterior el criterio Jurisprudencial cuyo tenor literal es el siguiente:

“ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE. Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por otra parte, los tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal.

Con base en lo anteriormente señalado y de conformidad con lo dispuesto por el artículo 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, resulta procedente declarar la NULIDAD LISA Y LLANA del acto impugnado, consistente en la resolución de once de junio de dos mil veintiuno, emitida por el Director General de Gobernación del Estado de San Luis Potosí, con relación a la inspección al establecimiento con giro de Deposito denominado “*********”, ubicado en la calle *********, mediante la cual se impone a la hoy actora una multa por el equivalente a *********veces la Unidad de Medida y Actualización, por infracción al artículo 32, fracción I de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí.
Al ser fundado el concepto de impugnación previamente analizado, esta Sala Unitaria se abstiene de entrar al estudio y análisis de los restantes conceptos de impugnación que aduce la parte actora, en virtud de que cualquiera que fuere su resultado en nada variaría el sentido del presente fallo, ni obtendría un mayor beneficio al ya alcanzado.
Lo anterior encuentra sustento en el criterio establecido en la Jurisprudencia I.2°.A.J./23, por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, cuyo texto enseguida se transcribe:

“CONCEPTOS DE ANULACION. LA EXIGENCIA DE EXAMINARLOS EXHAUSTIVAMENTE DEBE PONDERARSE A LA LUZ DE CADA CONTROVERSIA EN PARTICULAR.- La exigencia de examinar exhaustivamente los conceptos de anulación en el procedimiento contencioso administrativo, debe ponderarse a la luz de cada controversia en particular, a fin de establecer el perjuicio real que a la actora puede ocasionar la falta de pronunciamiento sobre algún argumento, de manera tal que si por la naturaleza de la litis apareciera inocuo el examen de dicho argumento, pues cualquiera que fuera el resultado en nada afectaría la decisión del asunto, debe estimarse que la omisión no causa agravio y en cambio, obligar a la juzgadora a pronunciarse sobre el tema, sólo propiciaría la dilación de la justicia.”
Asimismo, sirve de apoyo el criterio sustentado por el Tercer Tribunal  Colegiado del Segundo Circuito, Octava Época, del Semanario Judicial de la Federación, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis: 693, Página: 466, que a la letra dice:

CONCEPTOS DE VIOLACION. ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.  Habiendo resultado fundado y suficiente para otorgar el amparo solicitado, uno de los conceptos de violación, resulta innecesario el estudio de los restantes motivos de inconformidad vertidos en la demanda de garantías. TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO.

Por lo expuesto y con fundamento en los artículos 228, fracción II y 229, fracción II, 249, 250, fracción IV, 251, 252 y 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se RESUELVE:

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Se decreta el SOBRESEIMIENTO PARCIAL en el presente juicio, en cuanto a la resolución de once de junio de dos mil veintiuno, precisada en el Resultando I., inciso a), de conformidad con los razonamientos precisados en el Considerando Cuarto de esta resolución.  

TERCERO.- La parte actora probó parcialmente su pretensión, en consecuencia;

CUARTO.- Se declara la NULIDAD LISA Y LLANA del acto impugnado, consistente en la resolución de once de junio de dos mil veintiuno, precisada en el Resultando I., inciso b), por los motivos expuestos en la parte considerativa del presente fallo.

QUINTO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y mediante oficio a las Autoridades Demandadas, con copia autorizada de esta resolución.

ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO, que autoriza y da fe.- CONSTE.

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
� Época: Novena Época, Registro: 166683, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXX, Agosto de 2009, Materia(s): Administrativa, Tesis: I.7o.A. J/46, Página: 1342.


� Séptima Época; Registro: 252103; Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito; Tipo de Tesis: Jurisprudencia; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Volumen 121-126, Sexta Parte; Materia(s): Común; Tesis: Página: 280.





